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Abstract
Un rasgo prevalente en el sector de los daños causados por la circulación de vehículos a motor
es la importantísima presencia del seguro de responsabilidad civil concertado por el propietario
del vehículo para cubrir las eventuales responsabilidades indemnizatorias de quienes lo
conduzcan.
De hecho, las aseguradoras de responsabilidad civil son los agentes principales en el proceso de
administración (lo que comprende la reclamación, gestión y liquidación, tanto judicial como
extrajudicial) de los perjuicios derivados de accidentes de tráfico. Además, los demandados en
las pretensiones indemnizatorias deducidas por las víctimas de los daños provocados por
vehículos de motor son, en la inmensa mayoría de los casos, las aseguradoras de los vehículos
involucrados en tales daños.
A ello contribuye, sin duda alguna, la acción directa atribuida al perjudicado con carácter
general por los arts. 76 de la Ley de Contrato de Seguro y 117 del Código penal y,
específicamente para el sector de accidentes de tráfico, por el art. 6 de la Ley de
Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor.
El artículo 76 de la Ley de Contrato de Seguro reza:
"El perjudicado o sus herederos tendrán acción directa contra el asegurador para exigirle el
cumplimiento de la obligación de indemnizar,…"
A su vez, según el artículo 117 del Código penal:
"Los aseguradores que hubieren asumido el riesgo de las responsabilidades pecuniarias
derivadas del uso o explotación de cualquier bien, empresa, industria o actividad, cuando,
como consecuencia de un hecho previsto en este Código, se produzca el evento que
determine el riesgo asegurado, serán responsables civiles directos hasta el límite de la
indemnización legalmente establecida o convencionalmente pactada,…"
Por último, el artículo 6 de la Ley de Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de
Vehículos a Motor, establece lo siguiente:
"El asegurador, dentro del ámbito de aseguramiento obligatorio y con cargo al seguro de
suscripción obligatoria, habrá de satisfacer al perjudicado el importe de los daños sufridos
en su persona y en sus bienes, el cual, o sus herederos, tendrán acción directa para
exigirlo."
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1. Los efectos del seguro de responsabilidad civil sobre el
comportamiento de los conductores
Es bien conocido que el art. 2 de la Ley de Responsabilidad Civil y Seguro
en la Circulación de Vehículos a Motor impone al propietario de todo
vehículo de motor la contratación de un seguro que cubra las
responsabilidades civiles derivadas del uso de aquel:
"Todo propietario de vehículos a motor que tenga su estacionamiento habitual en
España vendrá obligado a suscribir un contrato de seguro por cada vehículo de que sea
titular que cubra, hasta la cuantía de los límites del seguro obligatorio, la
responsabilidad civil a que se refiere el artículo 1 anterior."
Aun en ausencia de esta constricción legal, sin embargo, sería esperable que
un buen número de ciudadanos motorizados demandase cobertura de
seguro para hacer frente a sus eventuales obligaciones indemnizatorias. ¿A
qué obedece esta demanda de aseguramiento?
1.- La respuesta se halla en la teoría económica de las actitudes ante el
riesgo. Quien es averso al riesgo y se enfrenta a la incertidumbre de la
realización de un evento indeseable, está en principio dispuesto a pagar
por liberarse de ese riesgo, trasladándolo a algún otro que no reciba
ninguna desutilidad especial por la eventualidad en sí de afrontar ese
suceso incierto. Para la mayoría de los propietarios de vehículos, el
riesgo de causar un accidente y verse forzado a cargar con una
indemnización de daños, constituye un riesgo del que preferirían poder
escapar, aunque ello les suponga pagar una prima (igual o incluso
superior al valor esperado del incierto evento indeseado) a quien absorba
tal riesgo.
2.- Esto no quiere decir que el seguro de responsabilidad no pueda servir otros
objetivos distintos a los de traslación del riesgo desde quien presenta aversión hacia
alguien neutral al mismo. Por ejemplo, un seguro obligatorio de responsabilidad civil
puede resultar atractivo, aun en ausencia de aversión al riesgo del causante potencial de
daños, si éste presenta solvencia limitada (lo que reduce el incentivo a la adopción de
las precauciones oportunas) y el asegurador puede razonablemente controlar el
cumplimiento de las medidas de precaución por parte del asegurado. En definitiva,  la
obligatoriedad de seguro de responsabilidad civil en estas circunstancias vendría a ser
un medio de emplear a las compañías de seguros como agentes de control de medidas
de seguridad pública, si se quiere, casi, sería una modalidad de privatización del law
enforcement. Este puede ser el caso de los riesgos medioambientales de las grandes
empresas: Peter J. JOST Limited Liability and the Requirement to Purchase Insurance, 16 Int.
Rev. L. & Econ., 259 (1996). En el sector de accidentes de circulación, en cambio, parece
claro que la justificación radica en la aversión al riesgo de los conductores.
Sin embargo, el seguro de responsabilidad civil (al igual que otras
modalidades de seguro), se enfrenta a dificultades, especialmente graves,
además, en el ámbito de los accidentes de tráfico.
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La principal es la conocida en la teoría económica como "riesgo o azar
moral" (moral hazard): si el asegurado puede influir con su conducta en la
probabilidad de que ocurra el siniestro objeto de la póliza, el hecho mismo
de la cobertura aseguradora afecta negativamente a los incentivos del
asegurado para reducir tal probabilidad. Un conductor que se sabe a
cubierto por el seguro del pago de las indemnizaciones por los daños que
cause, tiene menores incentivos que otro no asegurado a adoptar medidas
que reduzcan la probabilidad de accidente, al menos de aquéllos no
susceptibles de afectar a su propia integridad física.
El obstáculo del riesgo moral no es, con todo, insuperable. El asegurador
puede acudir a distintos métodos para paliarlo [Steven SHAVELL, Economic
Analysis of Accident Law, Harvard University Press, Massachusetts (1987),
210 y ss; Gary T. SCHWARTZ, Insurance, Deterrence and Liability, The New
Palgrave Dictionary of Economics and the Law, T. II, 336-337 (1998)]:
§ Si el asegurador puede observar ex ante el grado de precaución del
causante potencial y hacer depender  la cobertura de que el
asegurado ajuste sus medidas de precaución al nivel de diligencia
social y legalmente exigible, el problema se desvanece. Esta solución,
por desgracia, es raramente viable (con carácter parcial sí lo es en
aquellos casos en los que el cuidado consiste en esencia en una
inversión en capital fijo que no puede ser retirada o neutralizada, un
sistema o un filtro anticontaminante, por ejemplo) y no lo es en
absoluto en el ámbito de los accidentes de automóvil.
§ La precaución  puede no ser observable ex ante, antes del accidente,
pero sí verificable a posteriori una vez materializado el daño, al menos
bajo ciertas circunstancias: el automóvil que no ha superado la
preceptiva Inspección Técnica de Vehículos provoca un accidente y es
descubierto tras él; el conductor ebrio que ocasiona un siniestro es
sometido a una prueba de alcohol en sangre que da positiva. En
ambos casos, al menos en la relación interna asegurador-asegurado, la
Compañía no asumiría el coste de los daños ocasionados. A esta
posibilidad responden, por ejemplo, algunos de los supuestos de
hecho de la facultad de repetición del asegurador frente al asegurado,
conductor, etc., previstos en el art. 7 de la Ley de Responsabilidad
Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor.
§ La cobertura parcial o la aplicación de franquicias mínimas a la
cobertura son igualmente soluciones factibles, si bien incompletas,
para el problema del riesgo moral. Su uso en el seguro de
responsabilidad civil automovilística es, en la práctica, relativamente
escaso, en contraste con su difusión en los distintos ramos del seguro
de daños -incluidos los del sector del automóvil -.
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§ En cambio, al análisis del historial de siniestralidad del asegurado a
efectos del cálculo de la prima por los aseguradores de la
responsabilidad civil de los conductores es hoy prevalente. Para
inducir el cuidado en los conductores, el incentivo de eludir el pago
de la indemnización - o, cuanto menos, de reducir la indemnización
esperada- se reemplaza por el incentivo de pagar una prima más baja
o evitar una más alta al año siguiente. Incluso, en caso extremo, si el
alza de la prima es de suficiente magnitud, el incentivo comporta la
renuncia a conducir, al no encontrarse Compañía dispuesta a
asegurar la responsabilidad civil a un precio asequible ( o a conducir
sin seguro, si las sanciones administrativas y penales no son
suficientemente disuasorias).
Por descontado, el valor predictivo del historial de accidentalidad
para calcular la entidad del riesgo que un conductor individual
supone para la Compañía de Seguros no es uniforme ni absoluto. Por
ejemplo, cuanto más inherentemente peligrosa es una actividad (esto
es, cuanto mayor es la probabilidad del daño aun empleando todo el
cuidado exigible) o cuanto más inusual sea en sí misma la ocurrencia
del daño, menor valor de predicción tendrán los antecedentes de
siniestralidad. Su uso en la responsabilidad civil derivada de
accidentes de automóvil parece, no obstante, más que justificado. Tal
vez no tanto como en otros en que la capacidad predictiva es más alta
(accidentes de trabajo o medioambientales en el seno de grandes
empresas), pero sin duda más que en otros (malpractice del médico
individual y no del servicio sanitario público en su conjunto o de un
cierto centro hospitalario).
Con todo, resulta difícil pensar que la eliminación del riesgo moral en la
responsabilidad civil automovilística pueda llegar a ser completa. Esto
quiere decir que el nivel de precaución de los conductores y, por tanto, el
daño esperable de los accidentes de circulación se ven negativamente
afectados por el seguro de responsabilidad civil.
2. ¿Es socialmente deseable el seguro de responsabilidad civil del
automóvil?
Aun así, el corolario del efecto que se acaba de explicitar no es la
indeseabilidad social de esta modalidad de seguro. De alguna de las
posibles ventajas del seguro de responsabilidad civil en relación con los
problemas derivados de la solvencia limitada o la insolvencia de los
causantes de accidentes, se tratará en la sección siguiente. Lo que sí importa
resaltar es que la previsible reducción de los incentivos al cuidado en la
conducción no es per se motivo suficiente para condenar la eficiencia del
seguro de responsabilidad civil. Si, por hipótesis, suponemos que las
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víctimas son compensadas por entero de los daños sufridos (principio de
reparación íntegra), y dado que, por definición, asegurado y asegurador
mejoran su posición al acordar el traslado del riesgo mediante el seguro de
responsabilidad civil, éste supone una mejora en la situación de bienestar
social (técnicamente, su adopción supone un cambio Pareto-superior, esto
es, no empeorará la situación de utilidad de nadie al tiempo que elevará el
bienestar de al menos un individuo).
Sin duda, el supuesto de compensación plena de las víctimas no refleja la
realidad del funcionamiento del sistema jurídico. Pero tampoco el aumento
en la probabilidad de accidentes que puede traer consigo el seguro de
responsabilidad civil es un inconveniente insoluble: las sanciones penales o
administrativas pueden contribuir a mitigar el crecimiento de la
siniestralidad.
Por ejemplo, en accidentes con resultado de muerte, es obvio que las víctimas
potenciales no son indiferentes a un incremento de la probabilidad de sufrir un
accidente. Lo mismo ocurre en otros casos susceptibles de provocar daños morales en
las víctimas directas o indirectas: la propia teoría económica nos dice que tales daños no
deberían ser, en principio,  compensados a sus víctimas (Daño moral). Es decir, si el
seguro de responsabilidad civil induce un aumento de los accidentes, las víctimas
potenciales resultan perjudicadas como consecuencia de ese seguro, y su deseabilidad
social aparece como problemática. La respuesta automática no debe ser, sin embargo, la
prohibición del seguro de responsabilidad civil. El Estado y el sistema jurídico tienen a
su alcance otros mecanismos capaces, al menos en teoría, de llevar los niveles de
probabilidad de accidente a los que se darían de no existir el seguro de responsabilidad
civil. El empleo de sanciones administrativas y penales para castigar los
comportamientos negligentes de los conductores puede conseguir ese resultado, sin
sacrificar al tiempo la ganancia de eficiencia que supone transferir el riesgo de pagar la
indemnización de los conductores aversos al riesgo a las Compañías de Seguros. Esta
ganancia, además, es especialmente notable en actividades relativamente peligrosas y
difundidas socialmente, como es la circulación de vehículos de motor.
Por otro lado, si se tiene en cuenta el problema de la solvencia limitada de los
conductores (lo que se analiza con más detalle en el apartado siguiente), la solución de
prohibir el seguro de responsabilidad civil pierde todavía más atractivo, frente a la
solución opuesta, esto es, la imposición de tal seguro como obligatorio: si se supone que
el nivel de daño es único y que el seguro obligatorio impone una cobertura al menos
igual a la diferencia entre el daño y la solvencia del conductor (Cobertura ³ Daño –
Solvencia), el nivel de cuidado de los conductores no será inferior al que habría en
ausencia de seguro [Mattias POLBORN, Mandatory Insurance and the Judgement Proof
Problem, 18 Int. Rev. of L. & Econ. 143 (1998)]. En definitiva, que aun no siendo las
víctimas indiferentes al nivel de siniestralidad, no estarían peor las víctimas con seguro
obligatorio que con prohibición de seguro –y los conductores aversos  al riesgo estarían
mejor, claro es -.
Con todo, mi intención al formular el razonamiento anterior no es  defender
a ultranza la eficiencia del seguro de responsabilidad civil. De hecho,
cuando el efecto de deterioro de los incentivos para reducir el riesgo es muy
elevado y no es fácilmente recuperable por otros medios, puede resultar
aconsejable, como opción de política jurídica, la prohibición de concertar
seguro de responsabilidad civil, como ocurre con las sanciones pecuniarias
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penales, que no son asegurables. La importancia del argumento reside en la
dependencia que pone de manifiesto entre el nivel de compensación de los
perjudicados y el funcionamiento del seguro de responsabilidad civil.
Cuanto mayor es la fracción del daño sufrido que queda sin cubrir por la
indemnización, menos deseable se hace el seguro de responsabilidad civil.
Y, a su vez, las consecuencias negativas de la infracompensación del daño
[véase Pablo SALVADOR y Juan Antonio RUIZ, "Problemas de la
responsabilidad civil en Derecho español”, Europa e Diritto privato, nº 433
(1999)] se magnificarán en un sector del tráfico en el cual, por imposición
legal o por demanda social, el seguro de responsabilidad civil sea
prevalente: el incremento de la probabilidad de accidentes que ese seguro
trae consigo refuerza las distorsiones a la prevención y a la compensación
propias de un sistema de responsabilidad civil infracompensatorio.
Aunque no hay todavía evidencia empírica significativa en términos
agregados, casi nadie duda que el Derecho de daños español infracompensa
de forma marcada. En un sector como el de los accidentes de circulación, el
fenómeno, por lo que se acaba de exponer, es aun más preocupante. Y si los
muy esperados estudios acerca del baremo de valoración de daños
personales que la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de Ordenación y
Supervisión de los Seguros Privados introdujo como Anexo de la Ley de
Responsabilidad civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor
concluyeran que el baremo refuerza el carácter infracompensatorio del
sistema (Baremos), tal preocupación se acrecentaría notablemente.
3.  Insolvencia de los conductores e incentivos al cuidado y al
aseguramiento
Si la aversión al riesgo de los propietarios de vehículos es de por sí apta para
generar amplia demanda de seguro de responsabilidad civil automovilística,
¿qué significado tiene la obligación legal de contratar ese seguro?
La respuesta viene dada por la insolvencia o solvencia limitada de una parte
importante de los potenciales causantes de daños y en los efectos negativos
que las mismas determinan para la prevención, el aseguramiento y la
compensación a las víctimas.
Si todos los propietarios de automóviles fueran titulares de un patrimonio
suficiente para hacer frente a la más alta indemnización que pudiera
derivarse de un accidente de circulación, la obligatoriedad del seguro de
responsabilidad civil automovilística sería por competo redundante (aunque
seguiría habiendo demanda de seguro por parte de los propietarios con
aversión al riesgo). Lo mismo ocurriría si el Estado pudiera eficazmente
restringir el uso de vehículos a quienes acreditaran solvencia suficiente.
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La primera posibilidad es ilusoria; la segunda, socialmente injustificable.
Ello motiva que sea necesario contar, como dato de la realidad, con que un
determinado porcentaje de conductores no estarán respaldados por un
patrimonio bastante para hacer frente a los daños que causen. ¿Y cómo
afecta este hecho al comportamiento de los conductores?
1.- La solvencia insuficiente opera en la práctica como un límite superior
al daño esperado a su cargo, como un tope a la indemnización esperada.
El conductor se ve, pues, inducido a adoptar un nivel de precaución que
queda por debajo del que corresponde al daño que verdaderamente
puede derivarse de su actividad. Por añadidura, al no hacer frente al
verdadero coste social de su actividad (ya que puede causar daños que
exceden de su solvencia y que no recaen sobre él como coste privado), su
decisión de realizar o no la actividad de conducir un vehículo, y hasta
qué punto realizarla, no es la correcta desde el punto de vista del
bienestar social. Todo ello, suponiendo, claro está, que la del volumen de
actividad del conductor, con independencia del cuidado que se ponga al
volante, es un factor que afecta a la probabilidad de causar un accidente
de tráfico. El supuesto parece más que razonable.
2.- Tampoco los incentivos al aseguramiento por parte del conductor
averso al riesgo serán los adecuados. Dado que sus recursos son
inferiores al daño que puede producir, parte de la prima que habría de
abonar al asegurador serviría para pagar la cobertura de una porción de
responsabilidad que el conductor, merced a su limitada solvencia, no
habría de afrontar. De hecho, por debajo de un cierto umbral de
solvencia, el conductor optaría por renunciar por completo a contratar
seguro de responsabilidad civil, y preferiría asumir el riesgo -limitado,
desde luego, por su escasa solvencia- de pagar la indemnización a la
víctima. Y ello a pesar de que, por ser averso al riesgo, sería eficiente que
lo trasladara a un asegurador mediante un contrato de seguro.
El trabajo de referencia sobre los efectos de la insolvencia es el de Steven
SHAVELL, The Judgement Proof Problem, 6 Int. Rev. L. & Econ., 45 (1986)
[recogido y ampliado en SHAVELL, Economic Analysis of Accident Law,
cit., 240 y ss.].
3.- Por último, es evidente que la insolvencia del responsable incide de
forma negativa sobre las posibilidades de compensación de las víctimas.
De hecho, este efecto suele ser el más destacado por la doctrina jurídica
como fundamento de la obligatoriedad del seguro de responsabilidad
civil automovilística. Desde una perspectiva analítica, sin embargo, no es
más grave que los anteriores. Más aún, sería el menos trascendente, si se
supone que existen esquemas de seguridad social que cubren al menos
parcialmente los infortunios, sean o no de tráfico, o puede imponerse la
contratación de un seguro a las potenciales víctimas frente a los
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infortunios en la circulación de vehículos: SHAVELL, Economic Analysis
of Accident Law, cit., 243.
Este último escenario parece poco realista. Los seguros de accidentes que se
observan en los mercados reales ofrecen cobertura bien contra riesgos genéricos -
enfermedad o accidente de cualquier tipo- bien contra riesgos específicos dentro de
actividades también específicas -los seguros de accidente en actividades deportivas,
por ejemplo-. Un seguro como el propuesto por SHAVELL sería un seguro frente a
un riesgo específico -el accidente de circulación- pero que puede darse en el curso de
un amplio número de actividades de la víctima -peatón, corredor matutino,
vendedor a domicilio, ama de casa de compras-. No encajaría en ninguno de los
mercados existentes y, previsiblemente, los costes de transacción derivados de su
contratación serían elevados -lo que parece sugerir la superioridad de la seguridad
social en este terreno-. Por añadidura, la justificación política de una medida que
haría recaer sobre el colectivo de potenciales víctimas el coste de tales accidentes es
problemática.
4. La obligatoriedad del seguro
Ante las consecuencias negativas derivadas de la solvencia insuficiente de
quienes desarrollan una actividad generadora de riesgos para otros, caben
varias soluciones teóricas. En el ámbito de los accidentes de circulación, la
solución adoptada de manera casi universal por los sistemas jurídicos reales
consiste en imponer a los causantes potenciales la contratación de un seguro
que cubra su responsabilidad civil -al menos hasta una cuantía
relativamente elevada- con carácter previo a iniciar la actividad, en este
caso, la de emplear un vehículo a motor.
Otras soluciones para mitigar el problema son conceptualmente posibles (por ejemplo,
establecer un umbral de daño  –no daño esperado sino realizado- por debajo del cual el
causante no responde, y por encima del cual el causante pierde todo su patrimonio),
aunque sus presupuestos materiales (daños estocásticos con distribuciones de
probabilidad continuas, heterogeneidad de los causantes en relación con tales
distribuciones, etc) y/o económicos (relaciones contractuales de los causantes
potenciales con "deep pockets" ajenos), no parecen ajustarse de manera simple y
coherente a los accidentes de circulación. Pueden consultarse dos artículos muy
recientes que aplican tales soluciones teóricas al caso de los daños medioambientales
continuados: Robert INNES, Optimal Liability With Stochastic Harms, Judgement-Proof
Injurers and Asymmetric Information, 19 Int. Rev. L. & Econ., 181 (1999) y Tracy LEWIS y
David E.M. SAPPINGTON, Using Decoupling and Deep Pockets to Mitigate Judgement-
Proof Problems, 19 Int. Rev. L. & Econ., 275 (1999).
El seguro obligatorio de responsabilidad civil no es ninguna panacea, pero
sí presenta ventajas indudables.
1.- Por definición, sirve para eliminar las ineficiencias del insuficiente
aseguramiento de los conductores con aversión al riesgo.
2.- Por añadidura, reduce enormemente los riesgos de falta total de
compensación para las víctimas - mucho más aún si, como sucede en el
caso español, mediante el Consorcio de Compensación de Seguros se
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introduce un sistema de cobertura para las víctimas de conductores que
han vulnerado la obligación de contratar seguro -.
3.- Además, si se parte del supuesto que la cobertura del seguro
obligatorio puede considerarse, a efectos prácticos, como cobertura
completa del daño esperado, la posibilidad de decisiones ineficientes
acerca del desarrollo o no de la actividad peligrosa y del nivel de ésta,
resulta suprimida, al menos si se supone que las primas de seguro
pueden hacerse depender de los niveles de actividad practicados
(aunque una dependencia perfecta no es muy plausible, sí parece claro
que los niveles de actividad son más fáciles de observar, ex ante y ex post,
por los aseguradores y, por tanto, pueden influir más en los precios de
las pólizas).
Sin embargo, los problemas de riesgo moral que fueron mencionados en la
sección anterior no desaparecen o disminuyen por el mero hecho de la
obligatoriedad del seguro, ya que ésta no afecta a la capacidad del
asegurador de influir o controlar el nivel de precaución de los asegurados.
De hecho, es posible probar que si los aseguradores no pueden en absoluto
controlar el moral hazard, el seguro obligatorio de responsabilidad civil
incluso reducirá los niveles de precaución de los conductores respecto de
los ya (ineficientemente) bajos que se dan con solvencia limitada e inducirá
unos grados de precaución inferiores a los que habría con cobertura de
seguro (parcial, dada la solvencia limitada) libremente elegida por los
conductores o con un régimen de prohibición del seguro de responsabilidad
civil: SHAVELL, On the Social Function and the Regulation of Liability
Insurance, Working Paper 278, Center for Law, Economics and Business,
Harvard Law School, 20 (2000) Incluso, si la exigencia legal del seguro es
absoluta, es decir, la cobertura forzosa ha de cubrir el máximo daño
resultante de la actividad, el nivel de cuidado que elegiría un conductor
sobreasegurado de este modo, sería precisamente cero.
Esto permitiría concluir que un seguro obligatorio con Cobertura ³ Daño máximo –
nivel de solvencia es siempre teóricamente superior a otro que exija cobertura = Daño
máximo. Un sistema de seguro obligatorio del primer tipo, sin embargo, sería más
costoso de gestionar.
Todo ello no permite, en absoluto, fundar un juicio global negativo sobre el
seguro obligatorio de responsabilidad civil automovilística. Hay que
valorar sus ventajas, en términos de compensación a las víctimas y de
transferencia de riesgo, así como sopesar los costes y beneficios relativos de
las alternativas disponibles.
Aunque no dispongo de estudios empíricos en la materia, mi intuición es
que, con alto grado de probabilidad, las ganancias de eficiencia derivadas
de la imposición del seguro superan con creces a sus posibles
inconvenientes. Lo cual no quiere decir que las serias ineficiencias que
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suscita el riesgo moral, en especial asociado a la infracompensación de los
daños, puedan echarse en saco roto.
